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TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 
 

Se fija por el término de un (1) día, hoy 6 de Febrero 2024 
 

EXPEDIENTE 25000234200020210044600 

MEDIO DE CONTROL  EJECUTIVO 

DEMANDANTE  DORA ESTELA SÁNCHEZ RODRÍGUEZ 

DEMANDADO  
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 
UGPP 

MAGISTRADO  DR. CARLOS ALBERTO ORLANDO JAIQUEL 

 
En la fecha se fija el proceso de la referencia, en lista por un día y se 
corre traslado a la contraparte por tres (3) días del memorial 
presentado por el doctor DANIEL OBREGÓN CIFUENTES, 
apoderado de la parte demandada, quien presentó y sustento recurso 
de reposición contra el auto de fecha PRIMERO (1°) DE 
NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS (2023). 

 
     Lo anterior de conformidad con lo ordenado en los artículos 242 del 
     C.P.A.C.A. y 110 del C.G.P. 
 
 

 
 
 

________________________________________________ 

OSCAR DAVID DÍAZ ESCUDERO 
Oficial Mayor con funciones de Secretario 
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Bogotá, Noviembre del 2023. 
 
Honorable Magistrado 
CARLOS ALBERTO ORLANDO JAIQUEL 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN “C” 
E. S. D. 
 

Radicado:              25000 2342 000 2021 00446 00 
Demandante:         DIEGO ANDRES CARRANZA SANCHEZ 
Demandado:          UGPP   
Acción:                  EJECUTIVO 

 

Referencia:  Recurso de Reposición contra mandamiento de pago 

 
DANIEL OBREGON CIFUENTES identificado con cedula de ciudadanía Nro. 
1.110.524.928 de Ibagué y abogado en ejercicio con tarjeta profesional Nro. 265.387 Del 
C. S. de la Judicatura, en mi calidad de apoderado de la parte demandada, la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES– UGPP, y 
con el fin de amparar el Derecho de Defensa de la entidad accionada, en virtud del poder 
que me  fuere conferido y allegado a su despacho, encontrándome dentro del término 
procesal oportuno, respetuosamente me permito interponer recurso de Reposición contra 
el Auto que libró mandamiento de pago de fecha 01 de noviembre del 2023, notificado el 
22 de noviembre del 2023, con fundamento en las siguientes consideraciones de orden 
fáctico y legal: 

 

1. EXCEPCIONES PREVIAS – REPOSICIÓN: 
 

De conformidad con lo regulado en el artículo 442 del Código Del Código General del 
proceso dispone que los hechos configurativos de excepciones previas deberán alegarse 
mediante reposición contra el mandamiento de pago, razón por la que nos encontramos en 
la oportunidad procesal en la que es del caso advertir que este debate está viciado por: 

 
1.1. COBRO DE LO NO DEBIDO:  
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Con el mandamiento se ordena el pago de una suma de dinero que no se encuentra expresa 
en las sentencias objeto de ejecución, toda vez que al señor DORA ESTELLA SANCHEZ 
RODRIGUEZ, se le canceló todos los valores ordenados en la sentencia base de ejecución. 
 
En este sentido comedidamente hay lugar afirmar que el pago que se reclama tendría que 
aparecer expreso en la sentencia que se ejecuta, pues solo lo que allí este señalado es lo 
que constituye motivo de obligación y de ejecución, lo anterior atendiendo lo contemplado 
por el artículo 422 del Código General del Proceso, donde se señalan los requisitos de 
forma y fondo de los títulos ejecutivos, dentro de los cuales se encuentra la expresividad. 
 

1.2. INDEBIDA CONFORMACIÓN DEL TÍTULO JUDICIAL:  

 
Frente a esta arista propuesta, es menester traer a colación lo consagrado en el Código 
General del Proceso que al referirse al título ejecutivo, en su artículo 422, señala: 

Artículo 422: Títulos Ejecutivos. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 
expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o 
de su causante y que constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 
providencia judicial o de las providencias que en procesos de policía aprueben 
liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás 
documentos que señale la ley.  

La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la 
que conste en el  interrogatorio previsto en el artículo 184.  

 

Así mismo el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011, consagra los actos que constituyen título 
ejecutivo, así:  

“Artículo 297. Título ejecutivo. Para efectos de este Código, constituyen título ejecutivo:  

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública 
alpago de sumas dinerarias (…)”. 

 

Conforme con lo anterior, es preciso indicar que se pueden demandar ejecutivamente 
las obligaciones que reúnan las siguientes condiciones:  
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1. Obligaciones expresas, claras y exigibles.  

2. Que emanen del deudor o de su causante, o que emanen de una sentencia de 
condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción.  

3. Que constituyan plena prueba contra él.  

Igualmente se puede inferir que hay requisitos de forma y de fondo respecto de los 
títulos ejecutivos, siendo los primeros “que se trate de documentos que tengan 
autenticidad, que emanen de autoridad judicial, o de otra clase si la ley lo autoriza, o del 
propio ejecutado o causante cuando aquel sea heredero de este” y los segundos, “que 
de esos documentos aparezca a favor del ejecutante o de su causante y a cargo del 
ejecutado o de su causante, una obligación clara, expresa, exigible y además líquida o 
liquidable por simple operación aritmética si se trata de pagar una suma de dinero”. 

En este sentido comedidamente hay lugar afirmar que el pago que se reclama tendría 
que aparecer expreso en la sentencia que se ejecuta, pues solo lo que allí este señalado 
es lo que constituye motivo de obligación y de ejecución, lo anterior atendiendo lo 
contemplado por el artículo 422 del Código General del Proceso, donde se señalan los 
requisitos de forma y fondo de los títulos ejecutivos, dentro de los cuales se encuentra 
la expresividad. 

En consecuencia, al carecer la demanda de un documento donde conste de manera Clara 
y Expresa la existencia de la obligación de pago a cargo de la UGPP por las sumas 
pretendidas, nos encontramos frente a la INEXISTENCIA DE TITULO EJECUTIVO y 
ausencia de los presupuestos exigidos por el artículo 422 del CGP para reclamar 
ejecutivamente las mismas, por lo que ruego se ordene la terminación del proceso. 

 

1.3. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS 
FORMALES Y HABERSE DADO A LA DEMANDA UN TRÁMITE DISTINTO 
AL QUE INCUMBE: 

 
En tal virtud, encontramos que la presente demanda se encauzo por un trámite distinto al 
consagrado legalmente, pues si el ejecutante no está de acuerdo con el valor liquidado en 
los actos administrativos de reconocimiento, al considerar que no fueron incluidas algunos 
emolumentos, debió atacar tal decisión a través del Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, para obtener la declaración del derecho si a ello hubiere 
lugar y por ende una obligación clara, expresa y exigible. 
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Bajo estos términos, es claro que los hechos y pruebas que soportan la presente demanda 
sugieren la existencia de un debate sobre la legalidad o procedencia de la actuación de la 
UGPP en relación con las deducciones referidas y como consecuencia la probabilidad del 
surgimiento de la obligación de devolver o cancelar las sumas deducidas. 

Es decir, la obligación pretendida en la demanda corresponde a un derecho incierto y por 
tanto podría afirmarse además que la ACCIÓN EJECUTIVA no es el medio de control 
idóneo para obtener el reconocimiento del derecho pretendido por la parte acá ejecutante 

Bajo esta óptica ruego al despacho declare la prosperidad de la presente excepción, 
máxime si tenemos presente que ese asunto no fue debatido dentro del proceso que dio 
origen a la sentencia que hoy constituye el titulo ejecutivo. 

En aras de reafirmar los argumentos hasta aquí expuesto con el debido comedimiento dejó 
a su disposición, un fragmento del auto del 25 de septiembre de 2020, proferido por ese 
Ínclito Tribunal Administrativo, dentro del proceso ejecutivo adelantado por la señora ROSA 
NELLY TORO PAMPLONA en contra de la UGPP, bajo el radicado N° 
73001333301220190031601, numero interno 226-2020, donde al resolver un caso similar 
al que nos ocupa, consideró: 
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Ahora bien, Frente a la sostenibilidad del sistema la Honorable Corte Constitucional en 
sentencia C- 258 de 2013, se pronunció así: 



Montserrat Lawyers Group S.A.S. 
Servicios Legales y Representación Judicial Especializada. 
 

 
Calle 18 No. 86-55, Bogotá D.C. 

Teléfonos: 3505279529 – 3015695195 -7899691 
Montserratlawyers@gmail.com 

 

2. INVIABILIDAD DE APLICAR REGLAS DE IMPUTACIÓN DE PAGOS 
CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 1653 DEL C.C. A OBLIGACIONES Y 
JUICIOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
  
La regla de imputación de pagos del Código Civil, no aplica en temas de seguridad 
social, por tener normas propias y especiales, de rango no sólo legal sino constitucional, 
entre ellas, la destinación específica y exclusiva de los recursos del Sistema General de 
Pensiones, lo que imposibilita absolutamente su desviación para otros fines o 
conceptos, aunado al hecho de que el acto por el cual se da cumplimiento a la decisión 
judicial adoptada en la jurisdicción ordinaria, y por ende, por el cual se hizo el pago 
expreso y específico del capital ordenado en la sentencia ordinaria, es un acto 
administrativo que se encuentra en firme, ejecutoriado, y por ende, que goza de la 
presunción de legalidad, sobre el cual el interesado nunca hizo reparo alguno, y, se 
repite, donde de manera expresa y taxativa se señaló la destinación específica de los 
pagos que por virtud del mismo se hacían, con cargo a los recursos del Sistema General 
de Pensiones. 
  
 
Asimismo, de aplicar la regla de imputación de pagos señalada en el artículo 1653 del 
C.C., regla que, debemos tener presente, sólo aplica para obligaciones de carácter civil 
o comercial y ante un pago puro y simple, es decir, cuando las partes no dicen nada 
acerca de la aplicación o imputación específica de los pagos que realiza el deudor -lo 
cual no sucede en los casos que se presentan ante la Unidad, pues ni la obligación es 
de carácter civil o comercial, ni los pagos que hacen las administradoras del RPM son 
puros y simples, pues el acto administrativo de cumplimiento siempre discrimina y 
señala de manera expresa y taxativa el origen de los pagos, el monto y la destinación 
de los mismos-, se haría incurrir a la administración en una actuación ilegal, al hacerla 
sufragar dos veces un pago por un mismo concepto, lo cual está proscrito por nuestro 
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ordenamiento jurídico, así como estaría desviando recursos del Sistema General de 
Pensiones, que gozan de destinación específica y exclusiva, lo cual conlleva 
lógicamente a un detrimento patrimonial del Estado y a atentar contra la sostenibilidad 
financiera del aludido Sistema. 

 

3. IMPROCEDENCIA DE LA ACTUALIZACIÓN Y/O INDEXACIÓN DEL PAGO 
DE LOS INTERESES MORATORIOS:  

El H. Consejo de Estado-Sala de lo Contencioso Administrativo-Sección Segunda-
Subsección B,en providencia  del  28  de  junio  de  2018[1],  con  ponencia  de  la  Dra.  
Sandra  Lisset  Ibarra  Vélez, señaló   que   el   componente   sancionatorio   de   los   
intereses   moratorios   lleva   implícita   la actualización  del  capital,  por  lo que  reconocer  
la  indexación  de  las  sumas  que  resulten  de intereses moratorios implica atribuir una 
doble consecuencia a un solo hecho, razón por la cual resulta improcedente su aplicación: 

“Se debe precisar que el ajuste de las sentencias condenatorias obedece al hecho 
notorio de la constante y permanente  devaluación  de  la  moneda,  que  en  
tratándose  de  servidores  del  Estado,  disminuye  en  forma continua el poder 
adquisitivo de sus ingresos, por lo que la indexación es un acto de equidad, cuya 
aplicación se sustenta además en el artículo 230 de la Constitución Política. (...). Es  
así  que  cuando  se  ordena  el restablecimiento del derecho con la indexación, se 
busca que dicho restablecimiento represente el valor real al momento de la condena 
que es el equivalente al perjuicio recibido, sin embargo, en razón a que tanto la 
indexación  como  el  reconocimiento  de  intereses  moratorios  obedecen  a  la  
misma  causa,  cual  es  la devaluación  del  dinero,  se  puede  concluir  que  éstas  
son  incompatibles,  por  lo  tanto,  si  se ordena  el reconocimiento  de  intereses  
por  mora  concomitantemente  con  la  indexación,  se  estaría  condenando  a  la 
entidad a un doble pago por la misma causa. (...) 

 

En relación con la indexación que pretende el demandante a tener en cuenta 
respecto de aquellos intereses moratorios  que  le  fueron  reconocidos  en  el  
mandamiento  de  pago  y  hasta  cuando  se  produzca  el  pago efectivo,  la  Sala  
debe  señalar  que,  que  si  bien  es  cierto  se  trata  de  dos  conceptos  diferentes,  
ya  que  los intereses moratorios previstos en el artículo 177 del Código Contencioso 
Administrativo, corresponden a una sanción por mora, es decir, por el pago tardío 
de la prestación que se ha debido cancelar oportunamente en los términos 
legalmente dispuestos, la indexación es la simple actualización de la moneda para 
contrarrestar la  devaluación  de  la  misma  por  el  transcurso  del  tiempo,  dada  la  
generalizada  condición  inflacionaria  de  la economía nacional. Sin embargo, no se 
puede desconocer que tales intereses moratorios se pagan a «la tasa máxima de 
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interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago», lo que equivale 
a una suma considerablemente superior a la corrección monetaria o indexación, que 
alcanza para cubrir perfectamente la devaluación de  la  moneda,  esto  es,  que  el  
valor  adeudado  se «actualice»  y  mantenga  el  mismo  poder adquisitivo al 
momento de su pago.  

De ahí que se entienda, en términos de justicia y equidad, que aplicado el interés 
moratorio este comprende el valor por indexación. En ese orden de ideas, este 
reconocimiento de indexar los intereses  moratorios  no  es  procedente  por  cuanto  
dicho  rubro  ya  contiene  el  componente inflacionario que implica la indexación, de 
manera que indexar los intereses moratorios como lo pretende el ejecutante sería 
calcular doblemente los efectos de la inflación.” 

Se precisa además que la jurisprudencia de la Sección Segunda de esta Corporación ha 
manifestado que “en razón a que tanto la indexación como el reconocimiento de intereses 
moratorios obedecen a la misma causa, cual es la devaluación del dinero, son 
incompatibles”, por lo tanto, si se ordena el reconocimiento de intereses por mora 
concomitantemente con la indexación, se estaría condenando a la entidad a un doble pago 
por la misma causa. 

En tal medida, cuando en la condena judicial de reintegro, se ordena la actualización de las 
sumas liquidadas a favor del accionante, desde la fecha en que se causaron a la fecha de 
su pago efectivo, no puede condenarse simultáneamente, a parir de la fecha de ejecutoria 
de la sentencia, al pago de los intereses de mora previstos en el artículo 177 del Código 
Contencioso Administrativo, pues resultan incompatibles. 

4.  CADUCIDAD DE LA ACCION: 
 

el ARTÍCULO 136 del CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO establece 
CADUCIDAD DE LAS ACCIONES: 

(...) 11. La acción ejecutiva derivada de decisiones judiciales proferidas por esta jurisdicción, 
caducará al cabo de cinco (5) años, contados a partir de la exigibilidad del respectivo 
derecho. La exigibilidad será la señalada por la ley o la prevista por la respectiva decisión 
judicial (…)  

Que conforme a lo anterior, se solicita de encontrarse probado se declare probado dicho 
medio exceptivo.  

 

5. PRESCRIPCIÓN: 
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De acuerdo a lo establecido en el Decreto 1848 de 1969 art. 102 las prestaciones sociales 
prescriben en el término de tres años contados a partir de la última petición. La jurisprudencia 
ha expresado que la pensión de jubilación y el derecho a los reajustes no prescriben, pero las 
mesadas SI, razón por la cual, están prescritas todas las obligaciones pensiónales, intereses 
corrientes y/o moratorios, indexación, que se hubieren causado con anterioridad a los tres 
años contados desde la fecha de la presentación de la demanda. 

Respecto de la figura de la prescripción trienal, ha dicho la Honorable Corte 
Constitucional SENTENCIA C- 072 DE 23 DE FEBRERO   1994 EXPEDIENTE D- 383 
MAGISTRADO PONENTE DOCTOR VLADIMIRO NARANJO MESA: 

“No se lesiona al trabajador por el hecho de que la ley fije términos para el ejercicio de la 
acción Laboral. EJ derecho de los trabajadores se respeta, simplemente se limita el ejercicio 
de la acción, y se Le da un término razonable para ello. El núcleo esencial del derecho al 
trabajo no sólo esta incólume, sino protegido, ya que la prescripción de corto plazo, en estos 
eventos, busca mayor prontitud en el ejercicio de la acción, dada la supremacía del derecho 
fundamental, el cual comporta la exigencia de acción y protección oportunas. Así, pues, el 
legislador no hizo cosa distinta a hacer oportuna la acción; de ahí l0 que, en estricto sentido, 
Prescribe es la viabilidad de una acción concreta derivada de la relación laboral, pero nunca 
derecho-deber del trabajo. 

 La prescripción trienal acusada, no contradice los principios mínimos fundamentales 
establecidos por el Estatuto superior, porque la finalidad que persigue es adecuar a la 
realidad el sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el 
principio de la inmediatez, que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más 
necesitada en la relación laboral. El derecho de los trabajadores no puede menoscabarse 
(art. 53 C.P.), Y es en virtud de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la 
oportunidad a que tienen derecho los que viven de su trabajo.” 

 
PETICIÓN 

 
Finalmente de conformidad con lo establecido en el artículo 242 del CPACA, el recurso de 
reposición solo es procedente contra los autos que no sean susceptibles de apelación o 
súplica, por lo tanto, como el auto por medio del cual se libra el mandamiento de pago no 
se encuentra enlistado como posible de impugnación en los términos de los artículos 243 
ibidem y 438 del del CGP, solicito al Despacho estudie el recurso impetrado y revoque el 
mandamiento de pago librado dentro del proceso de la referencia, atendiendo los 
argumentos en los que respetuosamente lo estoy fundamentando. 
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NOTIFICACIONES 

 
El suscrito en la Secretaría de su Despacho o en la Calle 18 No. 89-55, Int 4-902, Bogotá, 
Cundinamarca. 

Teléfono: 3505279529- 3015695195-7899691 

montserratlawyers@gmail.com  

 

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 
la Protección Social – UGPP, ubicada en la Av. Carrera 68 No. 13 - 37, BOGOTÁ D.C. 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  

 

Cordialmente, 

 

 
DANIEL OBREGON CIFUENTES 
C. C No. de 1.110.524.928 
T. P. 265.387 del C. S. de la Judicatura 
 


